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I Presidencia de la Defcnsoría del Consumidor - en adelante ia

Presidencia o la denunciante-.

Proveedora denunciada:

ir.

í Inversiones Nueva York. S.A. de C.V, (Nit"
)

A_\TErFDENTES Y fUíCHOS DEM'NCLIDÓS
Como expuso en la denuncia la Pre.sidencia de Ta Detlmsoría"del c3nsümÍ5íreñ

dispuesto en el artículvi o8 ietia n de la I.,ey de Protección al Consumidor - -en adelante LPC- , el día
05/lliliai, se praetko T^pcccion en el establecimiento denominado "Jacarandas ubicado en '

, municipio y departamento de San Salvador, propiedad
de la proveedora Iflversioiies Nueva York, S.A. tle C.V.

Como resuitado de la diligencia realizada se levantó el acta coiresporidiente —fs. 3 y 4 - en. relación
a la promoción camercial que se leía; "Descuentos par tetJtocrada del 01 al 10 de diciembre perfumes
de marcas Jmmsm hasta S0%. Mestrícctones aplican. Productos seleccionados. Hasta agotar
exisíencms", la cual fue di.ftindida en el establecimiento comercial de la proveedora. En dicha
promoc). .n, se ohstrvo que no >c deiennino todas las realricci ncs pdt 11.tphcación de la nusna benuti

se constató, la vigencia se señalaba en -el ra.edio publícitari. per ̂ ri • pecto a las restricciones que ia
pubíicidad mdica, los perfumes dentro del establecimiento > que eran objeto de la promoción, no estaban
identificados y tampoco poseían referencia del porcentaje de descuerno que tenían, esta información se
comunicaba verbalraente a los consumidores.

Así, la Presidencia aseveró que, en el caso que hoy se analiza, se constató que las restricciones de !a
promoción no se encontraban en la publicidad utilizada para dar a conocer la misma en tos medioe I

exigidos por ley, como anuncios publicitario,s o a través de anuncios fijados en el o los establecimientos I
o etiquetas adheridaN a los bienes. En razón de las circunstancias anteriores, aseguró que la denunciada

vulnero el derecho a tu intbrrnai.ion de los consumidores, puesto que estos no tcntan acce^jc c(>mpleto >
oportuno n olénionfos dclennindiiits de ta oierta, i

lU^ l\FFLArClÓ.N .ATRIBUÍDA Y El FYlílNTOS DE ! A INFRACCION.
/■i. I ai como Consta ia resoluctóii de inicio fts.: se adujo que exiAc una cocuravcFtción a lo

dispuesto en el artículo 4 letra e) de la LPC, el cual establece que' es un derecho básico de los
consumidores rgc/óir del prawedor la información completa, preci-ia, wrac. Jara r npormm ¡toe
aetermme las cwacienstica^ toe ¡oí productos i servicios a adquirí) \dcmás. a la letra a) del arlículu ,



16 de la LPC, ai referirse a los requisitos de las promociones y ciertas, estipula que, entre otros aspectos,

debe tener la posibilidad de comprensión directa.

También, se afirma una transgresión a lo regulado en el inciso primero del artículo 27 de la LPC,

en lo conceraiente al. derecho de información: en general, las características de los bienes y servicias

puestos a Ssposición de los consumidores, deberán proporcionarse con información en castellano, de
forma clara, veraz, completa y oportuna.

Además, eo, cuanto a la información de las promociones, el artículo 30 de la .LPC determina;

"Ctmndo se tratare de promociones y ofertas especiales de bienes o servicios, tos comerciantes estarán

obligados ú informar al consumidor las condiciones, el precio total o ios elementos que lo hagan

determinahie, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o mediante avisos o

carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a los bienes''.

En relación con. lo antes apuntado, el artículo 43 letra n) de la LPC, determina que el realizar

promociones u ofertas espeGiaies de bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en dicha ley, es

una conducta, calificada como infracción grave, y de acuerdo com ei artículo 46 de la misma nonnativa

se sancionaría con multa .hasta dé doscientos salarios mínimos mensuales urbanos en la industria.

B. Con respecto a la mencionada infracción, este Tribunal, en resoliición pronunciada ei día

05707/2010, en el procedimientD clasificado bajo la referencia 271-2010, ha afíimado que; "La

naturaleza y esencia de las ofertas y promociones es reportar una ventaja comparativa al comumidor,

'su carácter exíraordmario es lo que permite que el comprador tenga un mcentivo para l'levar a cabe la

transacción".

En ese sentido, las promociones y ofertas especiales que se transmiten a través de cualquier medio

publicita.rio, tienen la finalidad de presentar, ios bienes o servicios en condiciones favorables para el
consumidor, induciéndolo a tomar determinada decisión con sentido de urgencia, bajo la perspectiva de

percibir una ventaja fc'coKÓiHica dentro de un. tiempo limitado.

De lo anterior, se colige, que la LPC busca regular que los proveedores consignen, en ei medio

publicitario que se utilice para dar a conocer la promoción u oferta, una indicación clara de la durai ion
o del tiempo en laque dicha promoción estará vigente; debiendo indicar, además, a qué producto i o

servicios aplica la promoción u oferta, la cantidad mínima de productos disponibles, si existen o no

résMcciones, en qué comistenjy, en gmeral, cualquier dato relevante previameme establecido, que

indique en qué condiciones será cumplida, infonnacióia que es de suma impiortancia para los

consumidores al momento de acceder a la promoción u oferta.

En otros términos, la finalidad de la regulación en el tema en cuestión tiene por objeto el minimizar

la desigualdad entre las partes ititervinientes eo la relación de con.sumG ̂ —proveedor y consumidor— la

cual ptie-de dejar a este último en una situacicm asimétrica y de desventaja al no ofrecerle la información
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necesaria para que pueda tomar una decisión infonnada. es decir, considerando todos los elementos

tegalmente establecidos. , ,

Por otra parte, en relación a la frase "resíricciones aplican este Tribunal Sancienador, en la misma

resolución final precitada, se refirió a ella en el sentido de que la misma debe ser evaluada considerando

si: a) Con ello se han dejado por fuera eondiciones esenciales dé la eontrataeióo; y b) Las limitantes

ulteriormente aplieadas tnodiíiean en forma- sustancial 1.a oferta principal anunciada en el'medio

publicitario de manera que ya n.o refleje las condiciones reales de la pro,nioeió.n. Consecuencia de lo

anterior, las instituciones de autorregulación publicitaria y las tutelares de derechos del consumidor

sostienen que el anunciante tiene ía obligación de incluir de foniia inequívoca y perceptible—en su

mensaje publicitario--— las lim'itaclones o condiciones esenciales de la ofería realizada, de manera que

no existan requisitos ulteriores no conocidos^ por ios destinatarios y que limiten, modifiquen o

contradigan tas afiniiacioiies del mensaje publicitario principal.

Así, cuando un proveedor emplea ta frase '>e5frm£.70«e,swap/i!ca«'Vsin proporcionar un mecanismo

que permita a los consumidores conocer y tener acceso a la información adicional esencial o relevante

para la contratación de los bienes o servicios ofertados; o- bien, la proveedora, habiendo establecido el

mecanismo anterior, incluye condieiones generales de eonlTatació.!! que modifican, alteran, des-

natiiralizan, liinitan o crean, cualquier clase de variación esencial en cuanto la oferta contenida en,-el

anuncio original,, y sí dicho el tneca,riismo no puede calificarse de idóneo, o se establecen cualquier otra

clase de barreras de aoceso, pone en evidente desventaja al consumidor que ha sido atraído a la

contratación basado en la promoción, ofrecida.

Eln este punto, este Tribunal considera oportuno traer a cuenta la resolución dé fecha 13-03-2019

con referencia '7-201:0 de la Sala de lo Contencioso Administrativo en la que consideró: "El derecho de

consumo parte de la necesidad de proteger a los comumidores debido a la creciente vulnerabilidad de

éstos en las relaciones generadas en la economía de mercado coniemporánea

tvn, la misma sentencia se estableció que: "La LFC desarrolla un régimen especial di 'iroteaiijH

sobre la base de las as n\!fias económicas e informativas existeníes entre los proveedores, de bienes }

servicios fi-ente a íosxopMtmidores. estos últimos, enmarcadas en. una natural y clara s'iuacion di

desventaja can respecto a los primeros ".

Es así que la referida Sala define a la asimetría info,rm,ativa como aquella característica intrínseca

de cualquier transacción económica, en tanto que siempre en un interciim,'>¡o de tiene-:, \ scrva-ios habni

un actor mejor informado que otro.

Del mismo modo, en sentencia definitiva del 8-07-2011 con referencia 3 l,5-A-2004. emitida por la

Sala de lo Coo.tencioso AdmitiLstrativo (SCA) definió a iá asimetría informativa como un demento

intrínseco de las relaciones contractuales eníre productores o proveedóres y consumidores determina

•f



que en todo caso el comumidor está sometido a una condición de vulnerabilidad que rebasa stt
autonomía y voluntad real para contratar, circumtancia que, en definitiva, justifícala aplicación de tm

principio protectorio con el fin de restablecer el equilibrio contractual y asegurar-el respeto ae los
derechos del consum idor.

IV:. CONTESTACION DE LA PROVEEDORA DENIJNCIADA

Se siguió el procedimiento consignado en el artículo 144-A de lal.,PC, asi como en los artículos 1 ■ i,

172 y 180 Código Procesal Civil y Mereaníil —en adelante GPCM- y 100 de la Ley de Procedimientos

Administrativos -en ad<.litítu l,PA~ respetando la garantía de audiencia y el derecho de defensa de la

denunciada, pues en res o!u*. ton de fs. 6 y 8 se le concedió el plazo de cinco días hábiles contados a partir

del siguiente al de la notilit it^ión de dicha resolución, para que incorporara por escrito sus argumeatos

de defensa y presentara o propusiera la práctica de pruebas que estimara convenieote, la cual fue

notificada a ia misma en fecha 19/11/2024 (f. 10); sin embargo, no hubo pronimciamiento de la

proveedora denunciada quien no compareció a ejercer su derecho de defensa, pese habérsele otorgado
la oportunidad procedimentai para hacerlo.

¥. HECHOS PROBADOS/VALORACIÓN DE PRUEBA

I. Le conformitiad con los artículos 146 de la l Pt' y lihi inc .A de la Lev de Procedimlent»>s

Administrativos -en adelante LPA-, las pruebas oportunas, pertineiites y conducehtes aportadas en el

procédimiento, serán valoradas confomie a las reglas de la sana crítica; a excepción de la prueba
documental, la cual se realizará conforme al valor tasado de la misma en el derecho común.

En ese sentido, la Sala de lo Constitucional en la resolución final pronunciada en el proceso

acumulado con número dereferencia 23-2003/41 -2003/50-2003/17-2005/21-201)5, de fecha 18/ 1¿/2ÜQ9,

en lo que concieme al valor tasado de las pruebas m.encÍGnó; ¡a 'utilización' de ia máxima de

experiencia %'iene predetermmaéa por la norma procesal, habíamos xM sistema de míoración
denominado prueba tasada o tarifa legal; -es decir, en ¡a prueba tasada o tarifa legal, lo que hace el

lei n es proveer -una de las ináxirnas que deben integrarse ai razonam'iento probatorio aet juez,

como > corsa inayor del silogismo jiindamentaí sobre cada medio de prueba (...) el legislador señala

una ihta de medios de prueba y a cada una le asigna un deíerminado y preciso valor probaíorio ~

eerieza objetiva-; es decir que, en este caso, amparado en ¡a seguridad jurídica, el legislador determina

previamente la máxima de experiencia, aunque con distinta fuerza dependiendo de la prueba de que se

tete'"' i resaltados son propíos).

Dicho esto, el art, 106 me. 6° de la LPA dispone; "Los documentos formalizados por los

funmoharios a los que se reconoce la condición de autoridad y en ¡os que, observándose los requisitos

Icyaies ,0} respondientes se recójan los hechos constatados por aquellos, harán prueba de esto.< salvo

que M lu > edite lo contrario .
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Además, el artículo 341 del CPCM detemiína eí valor probatorio ios instrumenros, así:

íñ$tfumeñtús públicos consiituirán prueba Jehaeiente de los hechos, aeios o estado de cosas que

úúcumemen; de lajecHa y personas que iniervienen en el mismo, así como del fedoiario o fumionario

que lo expiae. Los iminimenim privados hacen prueba plena de su contenido y otorgantes, si no ha

sido impugnada su auíeníieidad o ésta ka qmdado demostrada. Si no quedó demostrada iras la

impúgnaciónif los instrumeníos se vaíomrán coftfbrme^ a las regtm de Im sana críiicd' (fesaitados.soii.

propios).

Fioaimetite. el articulo 63 del Reglamento dé la LPC, viene a reforzar lo estipiiíado en el .derecho

común, ai establecer: Las actas mediante las cuales los funcionúTío.s de la Defeñsotíú hagan constar las

actuaciones que realicen, naran Je, en tanto no se demuestre con prueba pertíneñte suficiente su

inexactitud o falsedad, id mismo valor probatorio tendrán los informes y otros documentos que emitan

los funcionarios y empleados-de la Defensoría en el efercicio de snsfyncíones.

2. ConstaB. eii el expediente admínistmti.vo los siguientes medios de prueba:

a) Acta SS.2610/2022 de fecha 05/12/2022 (fe, 3-4), por medio de la cual se establece que la

Detensoría del Consiimidor^ en ¥1.14:00, de la inspección :realí.zada en el. establecimiento propiedad de la

proveedora denurKÓada. constato que se hacía efectiva la promoción verificada sin indicaciim de las

restricciones de la niisma,

b) Impresión de captura de pantalla del anuncio publicitario divulgado en el establecimiento

comercial de la proveedora (12 5), eti relación a la proro.DCÍón publicada por la proveedora, vinculada con

el acta de inspección N'' SS2610/2022 de fcoba 05/12/2022, con la cual se establece el medio de

comunicación y el io.curn.plim.ie:nto de los requisitos legales .mínimos con que ;fue dada a conocer a los

consumidores ía promoción que se^ lee: ''DescMentospor iemporadú del 61 alJO de diciembre perfumes

de marcas famosm hasta 50%. .Restricciones apilcam Producías seieccionadm. Hasta agotar

existencias

Por consígiiiente, respecto a la dociim.entaC:í6n. relacionada previamente, se advieirte que esta no ha

sido controvertida, por la proveedora, a pesar de haber tenido la oportunidad procedimerital para hacerlo.

En virtud de ello, ios citados docutn.en.tos al tener una con.e.KÍón lógica con los hechos denunciados

mantienen la certeza legal que ostentan,

V.L . ANÁIJSIS I)E !:.A CONFIGURACIÓN De' I.aInFRAIX ■ ■
A. Ahora bien, este Tribunal estima conveniente realizar ciertas delimitaciones conceptuales en S)

que a! tema de promoción, concierne, y cuáles son las circunstancias propias que configuran ol

cometimiento de ta infracción establecida en el artículo 43. letm n) de la LPC.

Sobre e! .mismo, es importante señalar que, desde una perspectiva meramente juiiúkx

específicamente en lo que a derecho saíicionatorio se .refiere, se abordarán la temática de pronv^ciéii

I



Claru está, que dicho tópico puede ser abordado desde diversas áreas del conocimienlo; por lo que este
análisis no pretende inmiscuirse en otro tipo de observaciones cpe ao sean las estrictamente necesaisas

para dotar de contenido jurídico a la reguiación punitiva que efectúa la LPC.

En primer lugar, y desde una perspectiva Iradicionai del marketing, hay 4 coniponentes en la
denomi nada mezcla del marketing, a saber : a) producto, b) precio, c) promoeión y d) distribución. Ahora,

dentro de la promoción se encuentra la piibíieidad y la promoción; de ventas. (Kenneth E. Clow,

20 lO)hEo ese sentido/los artículos 16, 30 y 43 letra n) de la LPC se encuentran vinculados con el último

concepto mencionado —promoción de ventas—.

La promoción de. ventas consiste en todos los incentivos otrecídos a los clientes y miembros del
canal para estiiniilar las compras de productos, la cual adopta dos formas: la promoción para

consumidores y la promoción comercial. Para e! caso que nos concieni.e, la promoción para

consumidores se refiere a los mcentivos que se ofrecen directaiin.eníe a los clientes existentes o a los

posibles clientes de la empresa. La promoción para eonsumídores está dirigida a aquellos que realmente

usan el producto, es decir, los usuarios fmales. Una de las metas principales de im programa de

promociones dirigidas a los consumidores es persuadirlos de dar e! último pa.so y eíectuar la contpra.

(Kenneth El Clow, 2010),

Asimismo, es impórtame señalar bs Jos categona.s mas generales de promociones para

consumidores, a .saber; a) ia.s que se hacen para fortalecer la franquicia y b) las que se hacen para generar

ventas.

Para el aiiáiisi.s que concierne a este procedimiento, las promociones que se hacen para generar

ventas se centran en las ventas inraiediatas, más que en el valor capital de marca o en b ieaitad, por

medio de descuentos, cupones, reembolsos, devoluciones, premios y otro.s incentivos (ki.nnvsh ti. Ciow,

2010).' : '

Por consiguiente, es desde esta perspectiva, promoción de venta, que deberán estudiarse los

supuestos que dan eabida a la acción típica consignada en el artículo 43 tetra o) de la LPC. ■

ni Delimitado conceptualmente el ámbito de conocimiento de la intraceión objeto de estudio,

corresponde ahora referirse a algunos de los supuestos determinádos en la ley que dan origen a Li íni^^nid.

Ante:s de todo, es iniDorunic hacer !a siguiente acotación: en relación con las promociones v otcrtas,

, oe dvUuid.' a b regub^-um contenida en la I ,PC, estas e.stán sujetas a Jos principios; e¡ de veracidad \ el

, de lemptstali Jad. Ln csc oiden de ideas, se ha venido sosteniendo que para que se tenga por cstahL-ci Ja

la configuración de b infracción prevista en el articulo 43 letra n). se debe tener como premisa que la

■ naturaleza y esencia de las oferta.s y promociones es reportar tuia ventaja compárativa al consumidor, y

K-diincrn LÁ ú'low. i) Li {2UW: PuHíicUaa promoaó^t y ttiíepyúuttt markemy México* f^c;ir;>on KduCviciOn.
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su carácter extraorilmario es Ío que permite que eí comprador tenga un incentivo para llevar a
cabo la transacción. De esta manera, se ha entendido que no existe ninguna ventaja si los bienes son
vendidos o los servicios prestados en las condiciones habituales y, por ende, no se estaría en presencia
de una promoción y oferta.

Dicho lo anterior, los artículos 16 y 30 de lá LPG, principaimente, deíenninan los aspectos
obligatotios que los proveedores deben intorffiar al momento de efectuar promociones y ofertas

especiales de bienes o servicios.

En ese sentido, el artículo 16 establece lo siguiente;

'''Requisitos de las promociones y ofertas.

Art. 16. - Todo proveedor al establecer las clmmilas, condiciones o estipulaciones de Im

promociones}' ofertas de bienes ú senieios, y ¡as cláusulas no negociadas mdmdtmlmenie, relativas

a tales bienes o servicios, deberá eumplir los siguientes requisitos:

a) Concreción, ciaridady sencillez en La redacción, cón posibilidad de comprensión directa;

b) Buena fe y justo equilibrio entre los derechos y obligaciones de las partes, lo que en todo caso

excluirá la utilización de clóimdas abusivas; y

c) No condicionar la promoción u oferta a la entrega o no del recibo, copia o documento que

acredite la operación.

Bm caso de duda sobre el sentido de la promoción u oferta, se entenderá a^/avor del consimido ff

Por su parte, el artículo 30 estipula;

'^información de promociones

Art. 30.- Cuando se tratare de promodonm y ofertas especiales de bienes o. servicios, los

comerciantes estaran obligados a informar al consumidor las condiciones, el precio: total o los

elementos que lo hagan determinable, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o
mediante avisos o carteles fifados en lugares visibles del estable cimiento: o etiqmtus adheridas a los

bienes".

De manera general, y sin que ello comprenda todos los supuestos que la ley y la casuística puedan

arrojar, se proceden a explicar los que en la praxis suelen darse con ffecuencia. Posterionriente (C), se

harán ias consideraciones necesarias en el caso concreto.

i. En cuanto u ¡d> condiciones, debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el aitícuío 16 letra a) de. la

LPC, según el cual; "Iodo proveedor al e,stabíecer las cláusulas, condiciones o estipulaciones de las

promociones y ofertas de bienes y servicios (...) debe cumplir los siguientes requisitos: a/ Concreción,

claridad y .sencillez en la redacción, con posibilidad de comprensión directa

Como se niencionó anteriormente, en cuanto a las condiciones aplicables a las pn anocioiics i: > neius-

especiales, es importante cónside.rar lo sostenido por este Tribunal mediante la resoluciórs vlc las i.f8 41

1/'



' líuras del día Ó6^¥n2009, en rdací^ a'la utüi/ación de la fra-.e ' testncciones aplican": en la que señalo

■ puntualmente que dicha frase tiem como sustento la inviabiiidad de dar a conocer tales limitantes
\ en el marco de la brevedad propia de los ammcíos publicitarios. El ¡rrobiema de las remisiones hacm
themes informativas Jisnmas tlcl anuncio examinado, implica cargai ¡lara el consumidor at verse

0;W/pwí/o a adoptar medios distintos a la publicidad original para poder obtener parte de la información

relevante para la oferta: debiendo considerarse además la faetibilidad de acceso a la misma por parte

'  siC ^ 'fc úcu£rJo di sSCg^icMo dt' ̂ Uid'Cúdo di ifut^ j)eriddCCCH >,

ReNpctto Je dicha resoluckSn, la SCA confirmó la legalidad de la misma mediante resolución 274--
2009JÍC íecln 14/11/2012, en la que además sostuvo; que m anuncia publicitario debe poseer ta

información necesaria para que los comumidores no tengan que recurrir a otra clase de medios para

complementar la información inicial, por lo tanto al tener que recurrir a esta acción significa que se. ha
omitido informar de una manera clara y adecuada a lo ofertado por el proveedor, por ios argumemm

cxpiwsios es que esta Sala conddcra que la conducta poi la actora es atentatoria al derecho de ter
debidamente informado el consumidor ".

2, En relación al precio total o los elementos que lo hagan determinablej conlleva a que debe estai

lo suficientemente clara la cantidad que el eonsumidor pagará por la prestación de un servicio o !a

adquisición de un producto, máxime en aquellos casos en que se da la facilidad de pago a plazos, pero
donde únicamente se determinan las cuotas que se deberán eancelar, mas no se indica d tiempo ni ei

valor total que los consumidores suiragarán. Lo anterior, siipandría una desventaja informativa para ei

consumidor, lo que pudiera incidir a la hora de tomar una decisión de consumo, (. onfiguráudose. en

sentido materia!, un incumplimiento de la proveedora respecto a esta exigencia.

.Ahora, en la práctica también se utiliza la modalkiad de promoción y oferta estableciendo
porcentajes de descuentos, dicho elemento hace determinable el valor que el consumidoi pagaiá por un
bien o prestación de servieio: por consiguiente, no implicaría una inobservancia a este requisito.

■?. F.n !o que respecta a la vigencia, esta exigencia es prácticamente la esencia de e.stas piupue.sta.^
de contratación, pues significa que la proveedora ofrece una ventaja extraordinaria al consumidor, la
cual podrá ser gozada en un período de tiempo espccíncamcnie determinado o que puede ser
determinable,

/ En ese orden, en la práctica, para establecer la vigencia de una promoción se han disiinguido,
básicamente dos formas - sin perjuicio que puedan vislumbrarse otros, és decir, no es una lísta
taxativa a) plazo cierto—deterromado-—y b) condicionarrte ••--deterrninable-

a) Se entiende a plaz.o cierto, cuando se estipula una /fecha de inicio y de-finalización. Ahora bien,
muchos proveedores suelen consignar .solo una lecha o referirse a un mes. día festivo, periodo vacacional
o celebración, entre otro,$; lo cual, devendría en un inc-umpiimiento de este requisito. A nianera de



; ejensplo, las expresiones como: ̂'Válido hmía el 31 Je agosio'\ "Válido a partir del ¡ de septiembre",

"Válido sólo este mes", "Válido sólo este día", no serían suficientes para tener por Guinplida dicha

exigencia, piiés en la primera no se consigna la fecha de inicio; en la segunda, la de tliialización; y, en

las últimas dos, no tienen ninguna fecha. Se hace énfasis, nuevamente, en que deben tener fecha de inicio

y finalización para que sea conforme a la LPC.

b) Se entiende vigencia bajó condición, cuando la promoción subsiste mienti-as no se dé un supuesto

de hecho específico —estipulada en ella— que le pone fin a la misma. Ejemplo délo aiterior es la muy

utilizada frase; "Hasta agotar existencias". No obstante, esta ultima debe ajustarse a los requisitos y

principios establecidos en la LPC para poder considerarse válida.

Sin peijuicio de lo anterior, este Tribunal tiene a bien aludir a lo que l hi dicho en derecho 1

comparado. Ai respecto, en la fesoluGión de fecha 15/03/2006, en el caso ident i l i^lo como 044- 1

2006/CCD del INDECOPI íjnsiitulo Nacional de Defensa de la Corapciencia > de ia Pn>tección de la

Propiedad Inteleclxíal), la Comisión indicó que si bien Ripley ineluyó una duración para la promoción i

anunciada ésta fue condicionada al agotamiento de una cantidad de unidades disponibles que se ¡

encontraba indeterminada luego de ün análisis integral y superficial del anuncio cuestioiiadi). fc"n|

consecuencia, se observó que, ante la percepeióij del consuiBidbr, la duración para la promoción!

ana «ciada no se encontraba planteada con la claridad que exige el principio de veracidad, a eicctos j

de que los consumidores pudieran acceder a ÍBÍormación- relevante y necesaria para adoptar uiiu j

decisión de consumo adecuadamente meditada y, en consecuencia, satisfactoria a sus intereses. |

De ahí que, para estos casos, se vuelve necesario:acompañar esta frase con otros eleincriti's I

informativos más precisos que hagan previsible la finalización de la pcoraoción; y, sobre toJu, que ̂ eau i

claros y concretos, con posibilidad de eomprensión directa, tai como se colige de lo scfa.ado en

artículos 16 letra a) en relación al artículo 30, ambos de la LPC.

C Con base eii los elementos probatorios previamente señalados y en virtud de la. presunción <ie

certeza que goza el acta de inspección de la Defensoría del Coiisi ini n isi como de los dociinit uti>s

qiK f imtan parte de la misma, en el caso concreto, la impresión dt. KtOLU ñi de cartel colocado en el

í Ht ibií-cimiento, de la promoción divulgada por la proveedora deiiurKiadi q le se lee: "Descuentos por:

temporada del 01 al 10de diciembre perfumes de marcas famosm hmía 50%. Restricciones aplican.'

Productm seleccionados. Hasta agotar existencias" (fs. 5), este Tribunal establece que existe prueba

suficiente para determinar que la proveedora Inversiones Nueva York, S.A, de C.V., incumplió la

obligación regulada en el artículo 30 de la LPC,; "Cuando se tratare de promociones y oferim especiales

de bienes o servicios, los comerciantes estarán obligados a informar al comumidor las condiciones, el

precio total o los 'trn níos que lo hagan determinable., la duración de las mismas, por cualquier medio

de publicidad o rm. i ̂  ite avisado carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiífueias



adheridas a los biene^ por cuanto !a proveedora realizó ima promoción sin brindar la información

rnínima requerida, es decírs iocuiuplió la obligacióü establecida, eii. la reíerida disposición .legal a.l haber

omitido eoosiguar toám las restriectones de k misiiia.

En coiiclasióip la referida omisión, pudo iiid:y.cir a error a los coiiBiiiiiidores en cuanto a la toma de

sus decisiones de consumo, particularmente, respecto a la expectativa del beneficio ofirecido por las

promociones, ̂

Teniendo en cuenta lo expuesto'., anteriomiente, sobre la base de los .hechos probados con los

documentos agregados a folios 3 ai 5, se concluye que la proveedora, efectivamente, realizó promoción

u oferta especial de bienes, en contravención, a lo dispuesto en la LPC, .Lo anterior, configura la conducta

ilícita establecida, en el aitíeulo 43 letra n.) de .la LPCh

.  , ,1). Ahora bien, establecida la . conducta ilícita, es importaete hacer refereneía al principio de

culpabilidad reconocido en el artículo 12 Cn, que prescribe: x[t]od.a persona a quien se impute un delito,

se presumirá inocente mientras no. se pruebe su.culpabilidad conforme a la .ley y en jiiicio.publico, en el

que .sc le aseguren todas Us garantías necesarias para su dciensa^n disposición que es aplicable no ̂ oiu

en e,l. ámbito, penal, sino además en el administrativo sancionador (sentencia de inc, 3-92 Ac« 6-92 de la

Sala de lo Constitucional, doce homs del 17/'12./1992T

■' .En este sentido, la Sala de lo ( on^tnuv.ional respecto al principio de culpabilidad en. materia
administrativa sancionadora ha v.\pre^ lUo qui. }l]1 principio d.e culpabilidad en esta materia supone eí
desti.erro de las.diversas :i<)rm de le^pon^ibihdad iíbjetiva, y rescata ,1a operatividad de dolo y la culpa
como fonnas de responsabilidad.. De igual iorma, reconoce la máxima de u..o.a responsabilidad personal
por 'hechos propios, y de íorma correlativa un deber procesal de la Administración de evidenciar este
a^pccti^ \yb]elno sin tener que utilizar presunciones legislativas de culpabilidad, es decir, que se veda
lo poNibi idad lie una aplicación, automática de las sanciones únicanieme en razón del resultado
producido» (sentencia de ínc; 18- 20G8 de Sala de lo Constitucioiml doce horas veinte .minotos del
29/04/2013). :

Cabe destacar que una de la sub-categorías o corD!ario> del principio de culpabilidad, es la
rcsponsubiüdad por el hcclx^ responsabilidad por la accic'm iheiia como se denomina en .la doctrina
administrativa sancionadora Este principio implica que la sanción únicarnenre puede recaer a quien en

forma d'^Tosa o culposa ha paitidpadc en los hechos que configuran una av,^nn ilícita; asi lo expiaie
NTeto al referir que a [cjl grav amen que la sanción representa solo podrá recaer )b e aquellas |perMm;uÍ
que han pariitipado de íbrriia dolosa o culposa en los hechos constitutivos vnltacciom Por lo tanto,
no posibk exigir respmi^abdidad por la sola existencia de un vínculo personal con el actor o la vmp'c
diularivlad de la cosa o actividad, en cuyo marco se produce la infracción. La exigencia de
individualizacíóíide la sanción supone un veto a ¡a rcspoiibahilidaJ ohietiva» [Nielo. Alejandro. Derecho



Administrativo Sancionador, quinta edi.ción totalmente reformada,

201 i J, En este orden, coníorme al principio de culpabilidad solamente responde el administrado por sus

actos propios, de este modo, se repele la posibilidad de construir una responsabilidad objetiva o basada

en !a simple relación causal independiente de la voluntad del autor. En congruencia con lo expuesto, en

el Derecho Administrativo Sancionudor, debe respetarse el principio de culpabilidad, de mi suerte que

el elemento indispensable para sancionar un actuar, es la determinación de la responsabilidad subjetiva.

(Sentencia emitida en el proceso 90-2014 por la SCA, a las catorce horas cinGuenta > uno •ninuto.x del

24/10/2019).

Kn relación con el tema de la responsabilidad subjetiva de la proveedora denunciada, esi- Tribunal

con 'dci -i ticcí^sario analizar si el misnis") ha obrado dolosa o cuando .menos culposamente; e >. tcn que

la I lUSj^rt^t n a la norma haya sido querida <.> se deba a imprudertcia o negligencia. .Por tanto, la

existencia de un nexo de culpabilidad constiiuxe una condición para la cuntlguiación de la conducta

.sancionable.

Ahora bien, en el presente procedimiento no hay elementos suficientes como para determinar t]iie

tales otnisiones hayan sido producidas de manera dolosa. No ob.staníe, a partir Je los hechos probados

y las circunstancias en que se dieron los mismos, ha quedado establecido el cometimiento de .la

infracción de manera culposa por pane de la proveedora, pues ha cxirtido im dcrlcii de organi/acion. de

modo que su conducta es reprochable cuando no se toman las medidas suficicnies oara n-^eeiln qi c ->c

eometa la infracción Fn otras palabras, la proveedora Inversiones Mueva Itork, 8.A, de C.V., no

acredito una correcta organización a electos de impedir la concurrencia del ilícii»,,'.

Vü. PARÁMETROS P,\R A LA. DETERMIMACTOM DE LA 8AAXTON

Como se expu.so en lo.s acápites precedentes, se estableció la coTní.dón de la infracción grave

contenida en el articulo 1.1 letra n) de la l Ft\ lo cual se sanciona con mulla hasta de JoscnnUss sala^<o^

mínimos mensuales urbanos en la industria (artículo 46 de la LPC); por consiguiente, es íacultad de este

Tribunal determinar la sanción y cuantificar la multa que corre.sponda. a la luz de los parámetros

establecidos en la LPC, su reglamento y la jurisprudencia aplicable,

Así, el artículo 49 de la LPC establece los crilerio,s para !u determinación de !a mulla, viendo cuo^

tamaño de la empresa, el impacto en tos derecliDS d.®! eonsamidor, la natiirale-'a del perjUK > cdvi-jado o

grado de afectación a la v.Ja, ̂ afud, integridad o patrimonio de U)-. i„">n un:dore>, el grado vle

intencionalidad del infractor, el grado de participación en la acción u omisión, cobro indebido realizado

y las circunstancias en que ésta se conieta, según sea el caso.

■■ A continuación, se concrstará cada uno de ellos, eo lo aplicable al presente ca,so:

■  a. Tamaño de la emprem,

'Á V./' ll.

./



Según TaTey de Fomento" Protección \ Desarrollo de la Vlicro v Pequeña Empresa I ley Vhpe) en.

su artículo 3 defise a las micro y pequeñas empresas de la siguiente manera: ''Mícroempresa: Persona

natt^al o ftaíáica que opera en los diversos sectores de la eeonomíiiy a través de ima umáad económica

con im nivel de vením brutas anuales hasta 482 salarios mínimos mensuales de mayor cuantía y hasta

.10 irabajadores. Pequeña Empresa: Persona natural o jurídica ipie opera en ios diversos sectores de

la economía, a través de una unidad económica con un nivel de ventas brutas anuales mayores a 482 y

hasta 4PI7 salarios mínimos mensuales de mayor cuamíay con un máximo de 50 trabajadores \

A partir del análi.sis de los documeritos que constan en e! mcpedieirte administrativo, no es posible

eneaiar a la proveedora Iiiversioues Nueva York^ S..,A, de ao. ningiiiia de las categorías antes

citadas, por no contar este Tribunal coi] l i d ̂^^umentacíón tiiiaiiciera requerida para efectuar dicho

cálculo, pese a haberse so.licitado con u mr- ridad según, consta en la resolución de inicio del

procedimiento sancionatorio de :m..érito (folios 6-8). .Es decir, en el presente procedimieruó

admiuisiraiivo sancionador ta proveedora infi^actora ha mostrado, una condocta procesai que evidencia

el incunipltmie.ntQ de su deber a prestar la colaboración que le es requerida para el buen desarrollo de

Icn prvi Ldirniemos (artÁ! 7 n.úmero 5 de la LP.A), por haber omitido p.reseniar la ínfommoión solicitada

pm i lotoridad sancionad.ora, a efectos de establecer la capacidad económica que t¡en.e para asiiinir

la irulu

Consecuentemente, este lYibimai se ve impedido de clasificar a U pro\cedora Je coniormidad a io^

par:uuetros del ámenlo 3 de la Ley MYPFh Pese a lo antes indicado, con el objeio Je cumplir su obiigaenai

d.t icso[\er. Je coniórnüdad a los principios que rigen el ius puiücnJL reaU/ara una mteqireucion

ado. por lo que, únicamente para ios efectos de la cuantiiicacion. de la .uuilta, este Iribú lal

procederá a conMácr'sr a ía proveedora corno una nncroempre^in guardaodn el equilibrio ooire la rlnaudad

' disuasoria de la sanción pecuniaria y el principio Je pri)porcionalídad de dicha medida.

vk Grado de .miemiúnalidad de ia .infractora

.  .Este Tribunal considera este elemento en el sentido de analizar.si d-sujeto h.a.ibrado ariosa o

cuando nienos cu!.posam.en.te: es deciroque la transgresión a la norma haya sido querida se deba a

imprudencia o negligencia del sujeto. Por tanto, la existencia de un nexo de culpabilidad coa^tiiu> c una

condición para la configiiración de la conducta sancionable.

Así. en reiteradas ocasiones este láihunal ha establecido a iravcs de sus resohicionea, cont i ik a lo

.dispuesto en el. a.rtícülo 40 inciso segundo de la LPCh que, las infracciones adm.i.nisu iiivaN son

san^ionables aun a título de simple negligencia o descuido... En ese orden, del análisis de los hechos y

i documentación agregada ai expediente, este Tribuna!, determinó una negligente por parte de

la proceedoia, pues como propietario del estableeimienio, ei principal responsable de adoptar las

, medidas necesarias a ctccio de dar cumpliinienio a las obligacii"^ncs que impone ia ley de la materia.

ta



i como es la de reali^^r promociones y oferta/que cumplan am U« parámctios (¿¡"almenie csuWccidos,

esto es, que especifiquen/«te' de las misnias.
c. (írMú de paríicipa(:ién en la acción u amisión.

A partir de un examen del presente expediente administrativo, queda demostrado • que el grado de
participación en la comisión de la íníraccióti por parte de la proveedora, es directa e individual, pues se
acreditó que en el estableeuniento de su propiedad ■ Jacarmdas^--^ se cometió la acción, prohibida en
el artículo, 43 letra ni en relación con el artíeulo 30, ambos de la LPCV consistente en realizar
pro,mQciones sin determiimr todas las condiciones de la misma, cfeunstancia que pudo haber inducido
a error a los eonsumidores. al momento de requerirla,

d. Impacto en los derechos del consumidor y naturaleza del perjuicio oemíonado.
El papel del consumidor eseseneia.i para ei desarrollo de una eco,Qomla social de m.ercad,o. En efecto.

b competencia no e,s otra co-,a que ia pugna entre competidores pur captar la preferencia del macnr
número de consumidores: razón por la cual, la decisión libre del consumidor va a .ci dciciminantc en e!
resultado final de esta lucha, .No es posible imaginar un sistema ecooómíco de e>tc op^ sm erite,ndet que
su. figura central es el co.nsurnidor.

Esta fu.nci.óo. que cumple el consuniidor dentro del .mercado, |>or un lado, txige al istado que.
mediante un rol promotor, genere las condiciones para que ios proveedores t^rtndK.n al v o.LsuiT.)idor

I míorrnación veraz acerca de los'productos y .servicios que ofrecen en el .merca:d.o. Pm ^ .ro lado I,,
consumidore.s. conscientes dei papel que cumplen en la economía > de la irascendencia del mismo para
el correcto funcionamiemu del proceso competitivo, deben tener un comportamiento .tclico. rcquiriendi.
de lus pr..veedores mayor y mejor información, a fin de que estos mejoren la calidad de sus producios

,y;o servicios y, en consecuencia, contribuyan al desarrollo de los mercados y a la comsolidación dei
sistema economice).

L.a obligación de brindar intbnTiación veraz se .sustenta en el .hecho de que ésta repercuta en una
mayor transparencia en el raercailo. lo que a sti vez facilira al consuiTiiJor la adopción de decisioue.s de

con.sumo adecuadas .a sus intereses, generando de este modo una mayor competencia entre jos agentes
económicos.

Por otra parte, en el mercadiu los agentes cconomico.s cuentan Cítn utia herramienta pritxipa a tras es
de la cual mlorman a los cottsumidores sobre la existencia dt su> btcne.-> y-'o ̂ us ser itk F"lj «..s la
actividad publicitaria, la mi.sma que consiste en dar a conocer sus ofertas y persuadir a n hn ni,dore>
para que contraten las mismas. Sin perjuicio de lo anterior, la actividad publicitaria n> ilm m resulta

ser una herramienta pam tedueit ¡a astrnctna informativa cxi.stente entre consumidores v io<

proveedores de bienes y x. setvteios dad^ que procura que los destinatarios de la publicidad tomen sus
decisiones de con.sumo basados en la satisfacción de sus necc.sidades y,o c! uju.ste a sii.s intereses

• ■íf ■ ' ' ■ .- ■ ■ ■ ■ ■ tí ' :v ■ , ^ vx- .
V  , : . : .. : , :



De esK mudo, a ira\e'? de la publicidad comercial se infomrta al publico en general, de la existencia

de un determinado producto o servicio, lo que ayuda a reducir los costos de transaGción de acceder a

información en que deben incurrir los consumidores para adquirir y contratar bienes y servicios. La

publicidad eomercial conlleva una finalidad persimsiva que es la de atraer clientela mediante la
presentación de las características favorables y ventajas de los productos o servicios ofrecidos o la
exaltación de sentim.ientos en el consumidor que puedan ser vinculados con aquello que se ofrece.

Finalmente, al ser la publicidad comercial parte integrante de ta actividad empresarial, es un mecanismo

típico de competencia, pues constituye una de las herramientas que disponen los oterentes para desviar

la clientela hacia sus productos o servicios, y así incrementar su participación y poder en el mercado y,

consecuentemente, sus ganancias. De acuérdo a lo anterior, la publÍGÍdad cornercial resulta sei un

elemento esencial para que el sistema económico funcione adecuadamente. Es por ello que las

afimi,aciones que se consignen en cada uno de los elementos publicitarios necesitan ser veraces.

En el caso concreto, es pertinente señalar que la configuración de la míracción adininistrativa

relativa a realizar promociones u ofertas espeeiáles de bienes y servicios, en contravención a lo dispuesto

en la LPC - artículo 43 letra n) de la LPC— transgrede ei derecho de los consumidores a recibir de k

proveedora la infomiación completa, precisa, veraz, ciara y oportuna que determine las características

deios productos y servicios a adquirir, y si bien no se ha probado la corifiguración de un dafv > concreit.

a una persona en particular, este Tribunal reatirma que la acción que deírne la ínítacciijii uon.irtie en

realizar promociones u ofertas especiales sin la información mínima legaimente establecida en rsiacion

con el producto o servicio que se intentaba vender y esto es capaz de ocasionar un perjuicio en el

colectivo de consumidores a quienes iba dirigida la promoción examinada.

La infracción administrativa atribuida a la parte actora es la realización de promociones u ofertas

especiales en contravención a ¡o dispuesto en la LPC. Tal como se señaló supra, a partir del articulo .tü

de la LPC- la proveedora está obligado a informar ai consumidor las■ condiciones, el precio total o los.
elementos que lo hagan determinable, la duración de las mismas, por cualquier medio de publicidad o
mediante avisos o carteles fijados en lugares visibles del establecimiento o etiquetas adheridas a los
bienes.

Conforme con la delimitación típica realizada, la imposición de la multa respectiva obedece a la
constatación de la falta de la infonnación mínima requerida por la ley para la realización de la proinocLín
u oferta especial, es decir, basta con advertir que se incumple alguna de las condiciones esenciales
exigidas por el art. 30 LPC. T-

.  En consecuencia, resulta indiferente comprobar si se ha causado un perjuicio concreto a hi esfera
jurídica de los destinatarios de la p:rom.oción, ya que el .sola hecho de constatar la íMta de infimnactoQ

14



completa y veraz sobre la promoción causa un perjuicio potencial capaz a inducir a error o confusión

sobre el contenido de la promoción ofrecida al público.

Bn este punto, debe recordarse que la SCA, en su jurisprudencia, h.a afirmado que el legislador,

atendiendo al bien jurídico a protegér, puede clasificar las conductas en. iníraceiones de: lesión e

intfacciones de peligró (cóncfeto y abstracto). .Lt ubicación de la infracción en cada clasi.fi.cación

dependerá de la descripción típica que haga el tegislador.

Asi. tas infracciones de lesión exigen demostrar la lesión cfccúva ai b:cn (urui¡co tutelado, la,s de

peligro ccmcreto constituyen supuestos en los cuales se e.xigc cí oeligrcj eíctiivo sufrido por una persona

en especifico; en las de peligro abstracto el legislador, aicndiendc» a la vsperienela, advierte una

peligrosidad general de lá acción típica para un determinado bie:n jitrídico, a partir de una valoración

probabilistica, por lo que con la tipificación se dispone adelantar la barrera de protección sancionando

ei accionar, sin esperar la realización de un peligro concreto de una persona detertni,n:ada o ds la lesión

efectiva.

En congruencia con ello, se advierte que ¡a inh ici.. ion administrati'va relativa a realizar proinoeiones

II ofertas especiales en contravención a ios di putsti i.n ta LPC —artícu.k) 43 letra .o) de la ,l,.PC pone

en peligro, de forma abstracta, los bienes jurídicos de los eonsurBÍdores, sin que sea necesaria una

aíectación concreta; este c:ri:tecio se sustenta en la naturaleza asi:rn.étri,Ga del derecho de consumo y.

precisamente, en 'a a,>imelría ínfomialiva que los consumidcrcs padecen iSemencia eniiiida el

08/01/2016, enuiida en ei proceso co:Htenck)so admini.stratico de referencia 344-2í)! 0).

En este orden de ideas, )■ tomando en cuenta la juri.spnidencia antes referida, se puede atlnnar que
para imponer la sanción re.spectiva en el presente caso y, ademá,s, para graduar la misma, (a) no es
necesario comprobar ni justificar una afccueion eoneretíi y material en la esfera de los consumidores,
demuda tic la rcati/ación de ta promoción u oferta uspeciai; ib) ni que exisi.in dcntincia,s de personas
que hubiesen coniraiado ios bienes o servicios tjfertados por medio de la promoción. Así A '• u<. t it •
adminisTraíiva sancionada por el Tribunal Sancionador es una infracción de peligro abe a u ' us, ,
eonsíüíar ¡a mera realtacion de la promoción sin cumplir con lis eondiaone^ mínimas requeridas
legalmente para generar el riesgo de qm hn eonsmnidores consideren que se esta otreckndo h>:
producto o servicio ctm características vema/us o beneficios que en realidad no posee, Júrame un
periodo quí no con e.spondc x quítiindides la¡fosibiliiiadde determinar eiprecu> de lo ofrreeido. ¡mpuíl >

a afectación abstracta de los derechos del consumidor que implica la puesta en peligro de los bu nc.s

Jurídicos proh gidos por la LPC-.

En ese «aden. es pertinente señalár que la infracción administrativa relativa a realizar promociones
y ofertas especiales Je bienes y servicios en contravención a lo dispuesto en la L,PC, en relación a cumplir
con los requHttus c>^tab|eGidos en el artículo 30 de la LPG, aun cuando no .se materialice algún tipo de

i:s



perjuicio o los coiisuiiikíoms, se corifigura con la soia inobservancia de la norma iniperativa de consuriiu

al acreditarse la omisión, de. los criterios legalíne.o,te establecidos en la promoción de venta sometida a

estiidio,.

En el presente caso., este Tribiinai estima que la íalta de la mformacion en relación con Im

restricciúnes de la promoción anaifeada, es capaz de generar error en los consumidores por .haberse

constatado-la omisión del contenido mínimo releYaote para .acceder a la misma,

e. Cúbtú mdeMdú realimdrh circunstmcias en que esta se cúmeie y eí bem^cm qm úbtieme

ei kifracion

Lslc parámetro será considerado según lo establece la Sala de Constitucional en la sentencia de

ÍDconsiiiuciona.i¡dad dé ref, 109-2013 de fecha 14/01/201.6, en la que señala que uno de ios íactores de

dosimetría pimitiva es: el beneficio que, si acaso, obtiene el infractor con eí hecho í Coníomie a

ello, deberíánios tener en cuenta el volumen de ingresos de la infracti)ra por la comercialización de los

prod.iicios promocionados, esto constituiría el beoeficío ilícito obteiiido por la inixactora,.

.Así, para el caso que nos ocupa, no se cuenta con. la infotmación objetiva de los volúmenes de venta

de productos respecto de dicha promoción y aun teniendo dicha información, está no sería

necesariamente consecuencia directa de la conducta infractora, pues existmao otros íactores como la

iicci/m de sus promotores o la i,onihmai,ion de precio y calidad ofrecidos por la infractora que po.d.Í6.ran

nuer\en¡r. Por lantíc una compu>brcion exaLta da los beneficios derivados de la mtracción co.m.etida por

la pro\eedcra íiiversiones Nueva York? S.Á. no podria definirse objetiva e indubitabie.me.nte

en temimos de los ingresos derivados, de las ventas por la promoción anunciada.

En suma, dado que no . se ha podido detenninar a cuánto ascienden las ganancias directas obtenidas

por la proveedora como consecuencia de la impiementación o realización de la promoción que ha dado

lugar a la configuración de la {.nfracción, este Tribunal procederá a imponer una muita partiendo.de!

supuesto que las promociones se diseñan y efectúan, con el objeto .de generar ganancias (prDmoció.n de

ventas, en. térm.ío.QS precisos., tal como se desarrolló en el romano VL letra .S)., es decir, es un hecho

notorio que a las empmsas las define el ánimo de lucro y que las promociones buscan generar ganancias.,

por lo cual se tendrá por. acreditado el extremo relativo a que la proveedora .efectiYamente obtuvo un

bencfic io con- la promoción examinada, aspectO: que será tomado en consideración para la determinación

de la sanción, „ .

/ finalidad inmedmíao mediata perseguida cüm ¡a imposiciéñ de la sanción. .

Mediante la multa impuesta, este órgano pretende disuadir a la. proveedora InversioEes Mueva

: York, S,A« de quien ha cometido la infracción descrita en el artículo 43 letra n) de la LPC, con e!

I fio de.evitar.frituras conductas prohibidas en detrimento de los consumidores y que adopte las medidas

' necesarias a efecto de dar cumpümienlo a las obligaciones que !e impone la I PC

V  ■ ■ ' ■ ■ ' A is: ■ u. ■ . .



Además, es menester señalar que este Tribunal, con la imposición de la sanción —-muíla— "busca

prevenir futuros incumplimientos a la LPC como el que nos ocupa, máxime cuando todo proveedor de

bienes y servicios se encuentra en la obligación: de realizar promociones- u ofertas especiales de

conformidad con lo dispuesto en la LPC, es decir, la multa a impOEer busca potenciar el cimipiimienio

de las obligaciones de información que tiene todo proveedor, las cuales implican la realización de las

promociones con las qué pretende incrementar sus ventas bajo los parámetros legales es decir, con el ^

fin de salvaguardar el interés general de los consumidores.

En ta! sentido, habiéndose verificado que la infractora es una persona jurídica que ha sido

catalogada como mediana microempresa según en el análisis realizado en el romano VII literal ái de

esta resolución, que pretendía obtener ganancias a partir de la :reaIÍ7aci<án. de una promocióti que no

cumplía los parámetros legalmente establecidos, pero considerando la intposibilidad para establecer a

cuánto ascienden las utilidades generadas como consecuencia directa del viludido inciampiimiiento, y en

vista que para la configuración de la infracción no se requiere ta comprobación de un daño o afectación

concreta en un particular, sino que basta con la sola constatación del ixieumplimiento de la relacionada

obligación legal, resulta razonable la imposición de una sanción proporcional a la sola verificación del

aludido quebrantamiento.

Viíí. DETERMIAAC'ÍON DETaInFRAÍ <'1()\ \ VV \.VríFICAC10N DF I \ MI L TA

'T '

Este Tribunal, en uso de la sana critica —artículo 146 inc-, 4'^ de la LPC y habiendo considerado

los elementos del artículo 40 de la I.PC. procederá a realizar el calculo de la multa a imponer a la i

infractora Inversiones Nueva York, S.A. de C.V,, pues se ha detemiínado que brindaba a los'

consumidores una információn incompleta,que no se ajustaba a los parámetros legalmente eslabfecidt^s,

pues omitía indicar a ios consumidores todas las condiciones de la referid,a prorníicíón.

F,n tal sentido, habiendo coiKtuido que la infracción cometida es una infracción grave, la cual cn

sapcionabic con multa de harti "^Ou salarios mínimos urbanos del sector industria, confotire al .uticul."

46 de la LPC; que la proveedora es ims. persona jurídica cuya capaGÍdad económica, para.efectos Je

este procedimiento —por preíK«c*íó«---~ es la de una microempresa: que en ra.zó.n del grado nc:

inteneionalidad de la conducta cometida por la proveedora, no se acreditó el dolo sino negligencia: que '

esta incumphu con la obhgaciun Je rcah/ur una promoción con los requLiicss mínime-s establecidos p":

ley; y que para la eonliguiación de la intractión no se requiere la comprobación de-un, daño o afeetacuin

concreta en un particular, ̂ iun que basta con la constatación del incumplimiento de la relacionada

obligación legal; resulta razonable la imposición de una sanción proporcional a la sola veriflcaciór. de!

aludido quebrantamiento.

En línea con !o cxputrt) necesario señalar, que el principL efe razonabllidad establece que las

decisiones de la autoridad dvben kloptarse dentro de los lí,m,ítes de sus facultades y mantenieridt^ la

.f
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proporción entre los riiedios a emplear % los ñnes públicos que Jebe tuíeiar.. En consecuencia, este <

Tribunal considera que en. el presente procedimienio adnÜQislrati\o saneionador resulta pertinente tnar;

una multa cuya cuantía resulta idónea, necesaria y propúrcionúl para la consecución de los ímes |

constitudonaimente legítimos—efecto disuasoricn—j previniendo así, situaciones en donde la comisión

de la conducta prohibida por parte del sujeto infractor resulte más befieficiosa que el Cürnplimiento de

la norma misma, lo cual a su ve£ podría llevar a incumplir la tinaíídad de tutela de los dere€.hos de

infi>rrnación y económ.icos de los consuniidores.

Por tanto, a la proveedora Inversioiies Nueva York, S.A. de C, V., se le impone una multa de ÍJOS

MIL I'RLSCIENTOS SETENTA Y DOS DOLARES C-ON CINCUENTA CENTAVOS DE DÓl.;\R

DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA, ($ 2,3?2.50), equivalentes a seis meses con quince días

de saI.a.rio rnínimo urbano en, la industria, por ,1a comisión, de ta infracción regulada en e! articuto 43 letra

n) de la LPC por realizar pro,ffi,ocioíies u. ofertas especiales de bienes en contrave,iición a la ley. en e,l

estableeimiento 'Macarandas'c según se ha concluido en el presante procedimiento adminisiratívo.

,La inulta total impuesta representa el 3.25% dentro del margen máximo estipulado por ley cómo

consecueneia de la comisión de tal infrácción salarios mínimos mensuales urbanos en ta

üid,iistria:—V siendo a juicio de este TribunaL propOFcional a la gravedad que comportan los hechos

denunciados NCgun las circunstancias objetivas > subjetivas previamente analizadas.

,Í,X. DECISION

,Por tanto, sobre la base de lo anteriormente expuesto y con fundamento en, ios artículos 1.1, 14. 101

inciso 2'' de la Constitución, de ta República: artículos 4 letra c), 16 l.etra a), 27 inciso fr, 30, 40 inciso

2^3 43 letra o), 46, 49, 83 letra b), 1.44 y siguientes de la LPC: artíeuios, 106 inciso 1,12,139 y 154 de

la LPA; y 63 del Reglamento de la LPC, este Tribunal RESUELVE:

■ a) Samiónese a la proveedora líiversiones Nii,e¥;a York, S.A, de CtV., con la cantidad, de .DOS

\fl! IRrS(dP\í()S SFII-M \ ̂ DOS DOLARl S i c t 1\( l 1 \ 1 \ í ! M V\ US DI

1)\)1 \R DFlJ)S Fsr\nOS 1 Nirx^SDF \MhRiCAi>:TO:.50L equbalenreNawNS mmuv

con quince días de salaría mínimo urbano en la industria —D.EoN'"'10 del 07/07/2021,

publicado en el-0.02X^129 Tomo 4.32 •. en concepto de nmlta por la comisión de la

infracción regulada en el artículo 43 letra n) de la LPC, por realizar una promoción en el

CNtablccimieriíu Jacarandas la cual no se ajiisuiba a hs criterios legalmente establecidos,

confonne al análisis expuesto en el romano VI de hi presente resolución y con, fundamento en

. O; las disposiciones legales precitadas. .

,■ La multa anterior debe hacerse efectiva en la Dirección General de lesorería del Ministerio de

■ Hacienda, dentro de .los diez días hábiles siguientes al de la notificación de esta resolución,

'  debiendo co,mpFobar a este Tribunal su cumplimiento dentro del plazo indicado: caso coiitrario,

■  \ ■ ■ 13 '



la Secretaría de este Tribunal certificará ¡a presente resoIríCion para ser reiroiíida a la Fiseaiía

i eiieral de la Repábliea para su ejeciieién forzosa,

b) iSd del cúnocímiemú de las imervimentes que, en ctiinpli-miento al artíciilo 104 de la LPA,

la p resente reso l oc ió o, al ser em itida en un procedimi ento sím plí ficaclo, no adiiiite recurso de

recoosideraeióii, de coriíbrmidad con lo expuesto en el artículo 158 W 5 de la LPÁ,

c) Notifiquese a los siqetos mtervmíeriie^. Para los efeetois de este literal, ordénese a la Secretaría de

este Tribunal, realizar las ootificaciones en los medios electrónicos, o en su defecto en los medios

físicos que se encu.eo.tren se.ña!ados en al expediente administratico.

:>d ¿;^sá.s=>.

[ Carlos Pamre? C^eniiiegos
Seaimde

José Leoisick Castro / .{^ablo a Melende/
Presidente / xPnincr vocal

PRONUNCIABA POR LOS >tll31BROS DEl, TKlBl NAL SANCION ADOR ÍH: LA
DEFENSORÍA DEL CONSlJí'nDOR Ql L LA SUSCRIIB N

LM/MF

Secreta; rtüuoa o íooado;r.
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